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Suprema Corte: 

-1-

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (sala 

1) confirmó parcialmente, el 13 de mayo de 2010, la decisión de primera ínstancia y 

otorgó una medida cautelar por la que dispuso la suspensión de! arto 161 de la ley 

26.522 respecto del Grupo Clarín S.A., titular de un número de licencias y registros 

mayor de los permitidos en esa ley, sobre la base de considerar sorpresivo, breve y 

fatal el plazo de transición establecido en esa disposición (fs. 556/559). 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación desestimó (sin dar vista a esta 

Procuración General) el recurso extraordinario ínterpuesto por e! Estado Nacional 

contra esa decisión, mas consideró conveniente la fijación de un limite razonable 

para la vigencia de la protección cautelar, que podría ser promovida por la 

demandada si aquél no era establecido de oficio. 

Por su parte, la autoridad de aplicación dictó, e! 7 de septiembre de 2010 

-(B. -O; del- 8 -de -septiembre-ocle -2010)-,--la--resolución :i\FSC-LA
1 297/10, que estableció los 

mecanismos de adecuación para los titulares de licencias de servicios y registros 

regulados por la ley 26.522. 

Fue en este marco, que la demandada solicitó e! levantamiento de la 

medida cautelar y, eventualmente, la fijación de un plazo máximo para su vigencia, 

peticiones ambas que fueron desestimadas por e! juez de primera instancia. 

La misma sala de la cámara dictó entonces la sentencia ahora apelada, en 

la que confirmó la desestimación de! levantamiento de la cautelar e impuso un plazo 

de 36 meses, contados desde la notificación de la demanda, para la vigencia de 

aquélla (fs. 1367/1372). 

Para así decidir, e! juez De las Carreras sostuvo, respecto de! 

levantamiento de la medida, que no existía una modificación jurídicamente relevante 

de las circunstancias que llevaron a su dictado, pues la resolución AFSCA 

mencionada es un acto reglamentario que no se ajusta a la situación jurídica 

"consolidada" (sic) a favor de la actora, ya que e! arto 161 de la ley se encuentra 

suspendido para ella. Dijo entonces que no había íncumplimiento si no hay 

obligación jurídicamente exigible, la que no se daría en el caso porque e! Grupo 

Clarín fue eximido por una decisión judicial de la aplicación de ese artículo. Agregó 



que "si bien es cierto que en cuestiones de esta naturaleza pueden existir situaciones 

donde los intereses públicos sean equiparables a los respetables intereses privados, 

no lo es menos que, en e! particular supuesto de autos, no estamos frente a un 

peligro de vida de nadie, ni a un riesgo de salud de la población, ni tampoco a la 

posible afectación de la seguridad y tranquilidad públicas". 

En cuanto a la vigencia de la medida cautelar, expresó que las 

consecuencias de su mantenimiento no serian las mismas para el actor que para la 

demandada. En efecto, dijo: "mientras que resulta impensable que se vea afectado el 

desenvolvimiento normal de! Estado Nacional por su subsistencia, no ocurriría lo 

mismo con e! grupo accionante, cuya actividad empresarial y derecho de propiedad 

aparecen como seriamente amenazados por la aplicación del régimen impugnado, 

cuando no para toda la ciudadanía la oferta informativa y de opinión". Señaló que de 

fijarse un plazo de vigencia de la medida cautelar menor a la caducidad de cada 

licencia sin motivo fundado, "se podría pensar" en un cercenamiento arbitrario de 

los derechos adquiridos por e! grupo actor, por cuanto: a) en la acción de fondo e! 

Grupo Clarín cuestiona la constitucionalidad de la venta-compulsiva f'desbwersith¡ 

forzada') frente a los derechos adquiridos que ostenta; y b) no se avizora hasta e! 

momento la existencia de elemento alguno que conduzca a justificar una limitación 

que desnaturalice, apriorísticamente, la protección suficiente del derecho de 

propiedad tal como lo hace e! arto 17 de la Constitución Nacional, donde no existen 

distingos ni cortapisas. 

En tales condiciones, también fundó su decisión en que: a) e! actor es 

titular de licencias legal y oportunamente adquiridas anteriormente y prorrogadas en 

2005; b) estos derechos tienen, por su naturaleza, un límite temporal de vigencia de 

un proceso al que se le ha impreso el trámite orclinario; c) esta suspensión no puede 

exceder e! límite de cada uno de los derechos asegurados; d) resulta conveniente que 

la cautelar tenga términos claros y precisos, ello sin perjuicio de lo establecido en e! 

arto 202 de! Código Procesal Civil y Comercial de la Nación; f) se debe evitar no 

desnaturalizar (sic) el remedio procesal subvirtiendo e! ordenamiento juridico; y g) se 

debe asegurar la legítima protección de! derecho de! actor que aparece como 

verosímil. Por ello, señaló e! magistrado, se encontraba persuadido de que la vigencia 

de la cautelar establecida en términos equitativos, y por el momento (art. 202 de! 
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CPCCN) no podía ser menor al plazo de 36 meses, el que estimó "normal" para el 

proceso ordinario tal como se encuentra legislado en el código de rito, contados a 

partir de la notificación de la demanda. 

Por su parte, la Dra. Najurieta dijo, respecto del pedido de levantamiento 

de la cautelar, que compartia plenamente el argumento de su colega acerca de que el 

dictado de la resolución AFSCA 297/10 no implicaba una modificación de las 

circunstancias que determinaron la decisión que dio motivo a la resolución de esa 

sala del 13 de mayo de 2010, confirmada por la CSJN y que nuevamente se 

cuestionaba. Agregó que, vigente el efecto de la traba de aquélla, la parte actora no 

tenía la obligación de adecuar su conducta a la reglamentación del art. 161 de la ley 

26.522 y, por lo tanto, no estaba íncursa en incumplimiento por ese motivo. Aseveró 

que, tal como lo consideró ese tribunal, la actora tenía un derecho verosímil y se 

afectaba en forma sustancial su derecho de propiedad por la modificación de las 

reglas del juego, tomando en consideración el plazo del art. 161 citado, a partir de! 

l". "1 . J. b " - l' .. 1 1· , -- -cumpl-tmtento-- uc- -,,(}S--paS8-S -que-- tnu2ca a esa- -norma.-- vena 0,-- -asnTI:1smo, que La reso .. UC10n 

AFSCA mencionada era anterior a la desestimación del recurso extraordinario y que 

la Corte falló en el sentido de que la medida cautelar no afectaba de ningún modo la 

aplicación general de la ley 26.522. En esas condiciones, dijo, no correspondía nuevo 

pronunciamiento sobre argumentos contra la original admisibilidad de una medida 

confumada por la Corte Cart. 202 del CPCCN, primera frase). 

En cuanto a la fijación del plazo de vigencia de la medida, expresó que 

había que ponderar la complejidad de la materia, que involucraba cuestiones jurídicas 

relevantes pero también presupuestos fácticos imprescindibles a demostrar, a lo que 

se sumaba la prueba ofrecida por ambas partes en el juicio principal, sobre la cual 

existian impugnaciones que debían ser resueltas en ese proceso y en primera 

instancia, todo lo cual anunciaba una etapa probatoria de gran intensidad. A ello 

debía sumarse, sostuvo, la característica de provisionalidad que hace a la esencia de 

las medidas cautelares Carts. 202 y 203 del CPCCN) y la circunstancia de que las 

licencias y autorizaciones tienen un límite temporal de vigencia, que continúa en 

curso durante el proceso ordinario en desarrollo. Coincidió entonces en que debía 

fijarse el plazo de 36 meses contados desde la notificación de la demanda para la 

vigencia de la cautelar. 
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-II-

Contra esa decisión, el Estado Nacional interpuso recurso extraordinario, 

cuya denegación motivó la presentación de la queja en examen. En sus agravios, 

manifestó que (i) la sentencia apelada soslaya el tratamiento de los agravios 

formulados por su parte; (ü) constituye una medida anticipatoria de la decisión de 

fondo; (üi) no considera la objetiva variación de las circunstancias en las que se 

concedió la cautelar, en especial, por el dictado de la resolución 297/10; (iv) 

interpreta sesgadamente el fallo de la Corte del 5 de octubre de 2010 fijando un 

plazo irrazonable para la vigencia de la cautelar, ello agravado por la conducta 

abusiva de la actora para prolongar el trámite de la causa y dilatar el traslado de la 

demanda y porque la fijación de aquél no se presenta como el cabal cumplimiento de 

lo ordenado por ese Tribunal en su anterior intervención desde que, al modificar el 

irUcio de su cómputo, lo lleva a un término arbitrario; y (v) omite considerar que el 

Estado Nacional fundó el pedido de levantamiento en diversas circunstancias 

sobrevirUentes al dictado de la medida precautoria, por lo que no sustentó su 

petición exclusivamente en ehlictado·de-la resolución APSCA·Z"R!-10,En cuanto al­

plazo de vigencia de la medida, sostiene que es arbitrario e implica una indebida 

intromisión del Poder Judicial sobre cuestiones propias de otros poderes. En 

particular, expresa, no se entiende por qué ese plazo debe contarse desde la 

notificación de la demanda y no desde la traba de aquélla. Además, manifiesta que 

ello contradice lo expresado por la Corte en el sentido de que no debe incurrirse en 

una desmesurada extensión de la vigencia de la cautelar en detrimento del Estado 

Nacional, pues al contarse el plazo desde aquel momento, la suspensión duraría 

cuatro años. Asevera que la ley 26.522 no afecta las libertades consagradas por la 

Constitución Nacional y, en cambio, tiende a garantizar los derechos de la 

comunidad a partir de una plural y transparente asignación de las licencias. Sostiene 

que "la cautelar, al permitir a su beneficiaria el mantenimiento de la concentración 

de licencias muy por encima del tope establecido por la Ley N° 26.522 retarda 

y obstaculiza de tal modo el proceso de incorporación de nuevos prestadores, 

pequeños y medianos, al mercado, que conspira contra sus propósitos de obtener 

una diversidad de oferta de contenidos, en un marco de libre competencia" (fs. 1285 

vta./1286). Concluye diciendo que la sentencia es arbitraria, emplea argumentaciones 
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dogmáticas y conjeturales, omite el tratamiento de cuestiones conducentes e 

interpreta en forma desnaturalizadora la norma legal y el fallo de la Corte del 5 de 

octubre de 2010. 

-III-

En orden a verificar si en autos concurren los presupuestos para habilitar 

la instancia de excepción, cabe recordar que las resoluciones que ordenan, modifican 

o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias 

definitivas, en los términos que exige el arto 14 de la ley 48 para la procedencia del 

recurso extraordinario (conf. Fallos: 310:681; 313:116, entre muchos otros). Pero esa 

regla cede cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias 

de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior (Fallos: 

328:4493, 4763), lo que sucede en el caso, ya que la resolución apelada le causa al 

recurrente un daño de suficiente entidad, al privarlo de ejercer facultades que le son 

propias como órgano de aplicación de la normativa federal en cuestión, demorando 

-significativ:amen-re-Ia -consecución de-los -objetivos--d€ aquélla, circunstancia que, por 

la gravedad que trasunta, permite apartarse de la regla general en la materia. 

Por otra parte, se encuentra en tela de juicio la inteligencia y aplicación de 

la ley 26.522 y de la resolución AFSCA 297/10 -ambas de indudable carácter 

federal- y la decisión ha sido contraria al derecho que el apelante ha fundado en ellas 

(art. 14, inc. 3°, ley 48). Además, cabe atender a las causales de arbitrariedad que se 

vinculen de un modo inescindible con la prescindencia de las normas citadas (Fallos: 

301:1194) y de argumentos conducentes para la solución de la controversia. 

-IV-

Dos son, en mi parecer, los puntos centrales de la apelación del Estado 

Nacional: la denegación del pedido de levantamiento de la cautelar y la fijación de un 

plazo irrazonable para su vigencia. 

Habida cuenta de que ésta es la primera oportunidad en que dictamino en 

la causa, un orden lógico me impone efectuar algunas consideraciones acerca de la 

procedencia de la medida precautoria en cuestión, que no ha sido, a mi juicio, 

legítimamente concedida. 

No puede dejar de recordarse que los actos legislativos como el que fue 

objeto de suspensión ostentan presunción de constitucionalidad, por lo que sólo 
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puede otorgarse una cautelar con ese contenido cuando se los impugna sobre bases 

prima jacie verosímiles o se acredita su ilegitimidad manifiesta. Pues bien, no 

encuentro que la actora haya desvirtuado aquella presunción, ni tampoco la cámara, 

quien se centró en la defensa de los supuestos derechos adquiridos por aquélla. Con 

ello, no se demostró e! primer presupuesto de! dictado de una medida cautelar, cual 

es la verosimilitud del derecho. 

Por lo demás, e! fundamento más relevante para conceder la medida, 

recordado ahora en su voto por el juez De las Carreras, fue que era breve e! plazo 

que e! arto 161 de la ley 26.522 otorgaba a la actora para adecuarse a la norma. Ello 

fue consecuencia, a mi entender, de una lectura apresurada de sus términos, pues 

quedaba claro que aquél se contaría a partir de que la autoridad de aplicación 

estableciera los mecanismos de transición, es decir, que, al momento de! dictado de 

aquélla, existía incertidumbre sobre ese plazo y no podía afirmarse que iba a ser 

breve. De hecho, recién al año de sancionada la ley se establecieron esos mecanismos 

mediante la resolución AFSCA 297/10, que llevó el plazo de adecuación a un año a 

partir de su publicación, alo que se sumó la posterior emisión de su similar 1295/11 

(B.O. 30 de septiembre de 2011), que -a su turno- prorrogó por 60 días hábiles más, 

también a partir de su publicación, la mentada obligación. 

La sola ausencia de uno de los requisitos para e! dictado de la cautelar -

la verosimilitud del derecho- es suficiente para demostrar su improcedencia. Sin 

embargo, a ello se agrega que tampoco se configura e! peligro en la demora, segundo 

recaudo de ese tipo de medidas. Más allá de la discutible naturaleza jurídica de las 

licencias y autorizaciones otorgadas por e! Estado, debe advertirse que, si lo que está 

en juego principalmente es e! derecho de propiedad de esa parte (aspecto que se 

encarga de resaltar la cámara), cualquier daño que sufra la actora podrá ser resarcido. 

En concreto, aun frente a un eventual perjuicio a la peticionante de la medida, éste 

sería de índole patrimonial y, por ende, sujeto a un adecuado resarcimiento incluso 

en la hipótesis en que obtuviera éxito en su pretensión final. 

Ése es precisamente el agravio que expresa la demandada, cuando 

sostiene que "en el escenario más desfavorable a la postura que viene sosteniendo el 

Estado Nacional aquélla [se refiere a la adora] sólo podría resultar acreedora de un 
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hipotético derecho resarcitorio que en modo alguno justifica la subsistencia de 

una cautelar como la que ha obtenido en autos" (fs. 1286). 

Para finalizar, no puedo dejar de advertir que el tribunal a quo ha 

soslayado la ineludible consideración del interés público para la adopción de 

cautelares como la de autos. En este caso, el citado interés se traduce en el objetivo 

de diversificar la oferta informativa y ampliar la posibilidad de ejercer la libertad de 

expresión a la mayor cantidad posible de medios de comunicación, pues lo que se 

intenta con el régimen impugnado no es afectar la libertad de prensa y de expresión 

sino, antes bien, que se multipliquen los canales de comunicación audiovisual, lo que 

conduce a una mejor información para la ciudadanía y no a la inversa. 

-V-

Sentado lo anterior, ingresaré al tratamiento específico de los agravios 

traídos por el Estado Nacional en su recurso extraordinario contra la decisión de fs. 

1367/1372. 

- -En-lo-que hace-al-pedido-de-1evantamiento de la cautelar, obse~.ro que la 

cámara ha soslayado las argumentaciones de esa parte (fs. 707/715) en cuanto a que 

se prorrogó el plazo de adecuación al régimen de la ley, así como a que el 

mantenimiento de la cautelar impide dar plena vigencia a aquélla con grave 

afectación del interés público. Advierto así que la sentencia apelada se centra 

predominantemente en la defensa de los derechos patrimoniales de la actora, sin dar 

respuesta válida a objeciones serias y fundadas por el Estado Nacional, privándolo 

de esta forma de la posibilidad de rever los puntos sustanciales en controversia, en 

los que funda su derecho para oponerse al mantenimiento de la cautelar otorgada 

(Fallos: 267:354; 278:168). 

En efecto, la cámara pasó por alto el hecho de que, con el dictado de la 

resolución AFSCA 297/10, las razones alegadas por la actora y utilizadas por ese 

tribunal para justificar la medida peticionada (el exiguo plazo otorgado por la ley) no 

subsistían a raíz del tiempo operado desde su petición. Sobre este aspecto resulta 

claro, como señala el apelante y a diferencia de lo sostenido por el a quo, que el 

Estado Nacional no solicitó que la actora ajustara su conducta a la resolución, sino 

que únicamente la invocó para poner de relieve que a diciembre de 2010 había 

transcurrido ya un año desde el otorgamiento de la cautelar y que como la resolución 
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AFSCA citada fue publicada el 8 de septiembre de 2010, el término de adecuación 

vencía entonces el 9 de septiembre de 2011, resultando en consecuencia que el plazo 

calificado de "exiguo" por la cámara se extendió a casi dos años a partir de la 

publicación de la ley, y a uno aún mayor si se considera el término agregado por la 

resolución AFSCA 1295/11. 

Por otra parte, corresponde recordar el carácter provisional de las 

medidas cautelares (arts. 202 y 203 del CPPCN), que pueden ser decretadas, 

levantadas o modificadas por el juzgador en cualquier etapa del proceso en base a las 

circunstancias existentes al momento de adoptar la decisión (conf. O.198.XXVI 

"Obra Social para la Actividad Docente [OSPLAD] c/Provincia de Buenos Aires 

s/demanda sumaria", del 28 de julio de 1994; Fallos: 327:202, 261 y 845, entre 

otros). Por consiguiente no corresponde invocar la cosa juzgada material o formal 

frente a decisiones que decretan medidas precautorias (Fallos: 247: 114; 269:131; 

289:181, entre otros). 

En este sentido ha dicho V.E, en oportunidad de pronunciarse en estos 

autos, que Hsi se --tiene- eh-caenta que-la-medida -se -dictó -el 7 de dicietnote de 2009 

hasta tanto recaiga pronunciamiento en la acción de fondo a promover se, podría llegar a 

presentarse una situación de desequilibrio. En efecto, si la sentencia en la acción de 

fondo demorara un tiempo excesivo, se permitiría a la actora excepcionarse por el 

simple transcurso del tiempo de la aplicación del régimen impugnado, obteniendo de 

esta forma por vía del pronunciamiento cautelar, un resultado análogo al que se 

lograría en caso de que se acogiera favorablemente su pretensión sustancial en autos. 

Por esta razón, no sólo debe ponderarse la irreparabilidad del perjuicio del 

peticionante de la medida, sino también el del sujeto pasivo de ésta, quien podría 

verse afectado de manera irreversible si la resolución anticipatoria es mantenida sine 

die, de lo cual se deriva que la alteración del estado de hecho o de derecho debe 

encararse con criterio restrictivo [Fallos 331:941]", y que la índole provisoria que 

regularmente revisten las medidas cautelares se desnaturaliza por su desmesurada 

extensión temporal (Fallos:333:1885). 

Por lo expuesto hasta aquí, no encuentro motivos válidos para mantener 

el rechazo al levantamiento de la medida cautelar solicitado por el Estado N aciana!. 

Por ello, opino que debe hacerse lugar al recurso extraordinario interpuesto por la 



Grupo Clarín SA y otros cl si medidas cautelares 

S.e., G.589, L.XLVIL (Recurso de Hecho) 

demandada, dejando sin efecto la sentencia apelada y -en uso de las facultades 

conferidas por el arto 16 de la ley 48- ordenar el cese en sus efectos de la medida 

cautelar apelada a partir de la notificación a ambas partes de la sentencia que aquí se 

dicte. 

-VI-

Con lo expuesto, solicito a Y.E. que tenga por contestada la vista 

conferida. 

Buenos Aires, 19 de diciembre de 2011. 

ES COPIA ESTEBAN RIGHI 

ADRIANA 
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